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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 06 de junio de 2017 –  Concede – Impugnación - Confirma
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66170-31-03-001-2017-00029-01
Accionante:


La Personería Municipal de Dosquebradas, en representación de Martha Oliva Vanegas de Parra.

Accionado:


Cafesalud EPS-S - Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, a la que fueron vinculadas Endodiagnóstico SA, Clínica Pereira Esimed y Epsifarma.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – SALUD – TUMOR MALIGNO – PÁNCREAS - STENT BILIAR - - TRATAMIENTO INTEGRAL CONCEDE - CONFIRMA – El Juzgado, se dijo, accedió al amparo deprecado, y ordenó la EPS CAFESALUD la autorización y entrega de lo solicitado, además de la prestación del tratamiento integral relacionado con la patología denunciada en el libelo.

Con esas órdenes se identifica la Sala, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, no solo por su condición económica, que se desprende de la prestación subsidiada que recibe, sino de su adversa situación de salud y avanzada edad, todo en aras de salvaguardar sus derechos, que admiten protección por esta vía, para permitirle sobrellevar una vida en condiciones un tanto más dignas.

Así que, para abordar el disenso de la EPS-S, respecto de la obligación compartida, en virtud de la cual, no debe ser la única conminada al cumplimiento de la orden impartidae, baste decir que, si bien ello puede ser cierto, en el caso concreto se tiene que para la fecha de promoción de la demanda, pasando por luego por el fallo, se carecía de evidencia de la gestión primaria, esto es de la autorización, a la que solo después de proferida la providencia de la que ahora se duele la impugnante, hizo alusión. Ni siquiera durante el traslado de la demanda hubo pronunciamiento de su parte, para dar cuenta de que ya había gestionado y materializado lo concerniente, de manera que su silencio no le permite ahora excusarse, en detrimento de los derechos de la accionante, menos aun cuando ninguna prueba apunta a demostrar el incumplimiento de las obligaciones de las otras entidades vinculadas.  

 Ahora bien, tampoco puede olvidarse, al margen la responsabilidad conjunta que pueda existir entre las entidades que conforman el sistema, que, en todo caso, recae en la empresa promotora de salud, como eje central de la adecuada atención de sus afiliados, la carga de velar constantemente para que los servicios sean efectivamente prestados. 

En cuanto atañe al tratamiento integral dispuesto en primera instancia, se mantendrá, pues se trata de que la entidad cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban a la accionante, por la afección que soporta, debidamente determinada en la demanda. No puede despojarse a la EPS de una obligación de tal envergadura, bajo el supuesto de que puede tratarse de situaciones que escapen al ámbito de su propia gestión, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras en salud, de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado bajo su resorte, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho fundamental en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida.
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Acta N° 301 de junio 6 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Cafesalud EPS-S, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 24 de abril de 2017, en esta acción de tutela que la Personería Municipal de ese mismo municipio, en representación de Martha Oliva Vanegas de Parra, promovió en contra de aquella y de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, a la que fueron vinculadas Endodiagnóstico SA, Clínica Pereira Esimed y Epsifarma.




ANTECEDENTES

  



La Personera Delegada Encargada en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos del Municipio de Dosquebradas, en representación de Martha Oliva Vanegas de Parra, reclamó la protección de los derechos fundamentales “a la SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, CALIDAD DE VIDA e INTEGRIDAD PERSONAL”, de los que aquella es titular y que estimó vulnerados por las entidades contra las que accionó. 

  



Expuso, en resumen, que la señora Vanegas de Parra, padece de un tumor maligno de la cabeza del páncreas y en virtud de ello, el médico tratante le ordenó “STEN BILIAR METALICO RECUBIERTO 8 Fr x 10 mm x 80 mm, IOVERSOL 636 MG/ML (YODO 300 MG. O 320 MG) SOL INY FCO VIAL X 50 ML, GUIA HIDROFILICA 0.035 VIA BILIAR” -sic-, pero no ha sido posible que la entidad promotora de salud lo autorice y suministre.

  



Solicitó, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y que se le ordenara a CAFESALUD EPS-S autorizar y entregar lo que requiere; además, que se le preste una atención integral.





 


 
El Juzgado le dio impulso a la acción, dispuso vincular a Endodiagnóstico SA, Clínica Pereira Esimed y Epsifarma; a su vez, decretó como medida provisional, el suministro del elemento requerido por la actora. 
  



Se pronunciaron, la Secretaria de Salud Departamental, que indicó que la obligación demandada está en cabeza de la EPS-S afiliadora acorde con las reglas que gobiernan el Sistema de Salud. El gerente de la Clínica ESIMED, adujo que la entidad no presta, ni oferta, servicio de dispensación de insumos y medicamentos. 
  



Intervino de nuevo la personera municipal para solicitar el cumplimiento de la orden provisional extendida.


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, luego de aludir a la importancia del derecho a la salud, al delicado estado de salud de la accionante y a su incapacidad económica para afrontar por cuenta propia el costo de lo ordenado por el médico tratante, halló configurada la vulneración alegada y dio cuenta de la necesidad de disponer un tratamiento integral. Así, entonces, amparó los derechos fundamentales reclamados y le ordenó a la EPS-S CAFESALUD, que en el término de 48 horas autorizara y suministrara el dispositivo y los medicamentos solicitados; concedió la prestación de un tratamiento integral derivado de la patología de “TUMOR MALIGNO DE LA CABEZA DEL PÁNCREAS” y lo que se llegare a derivar de tal afección; absolvió a las demás entidades involucradas, por no encontrar de su parte evidencia alguna de vulneración de derechos a la actora.

  



Impugnó la entidad promotora de salud, por cuanto estima que la responsabilidad que se le achaca, debe ser compartida con las IPS y farmacias a las que remite para la prestación de sus servicios, ya que conforman un conjunto en el SGSSS; agregó que impartió las autorizaciones y será la Clínica ESIMED Pereira, la que agende y practique los procedimientos respectivos; también se duele del tratamiento integral concedido que conlleva prestaciones futuras e inciertas.

  



CONSIDERACIONES

  



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



La Personería Municipal de Dosquebradas, en representación de Martha Oliva Vanegas de Parra, invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por CAFESALUD EPS-S y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, como quiera que no se le autoriza, ni suministra el “STEN BILIAR METALICO RECUBIERTO 8 Fr x 10 mm x 80 mm, IOVERSOL 636 MG/ML (YODO 300 MG. O 320 MG) SOL INY FCO VIAL X 50 ML, GUIA HIDROFILICA 0.035 VIA BILIAR” –sic-, ordenado por el médico tratante.
   



Tal asistencia se admite, de acuerdo con el documento que, previo requerimiento de la Sala, se allegó en esta sede, en el que se explican las razones por las cuales le es imposible asumir su propia defensa (f. 6 a 9, c. 2). 
  



No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima Corporación constitucional
 y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°). 

  



El Juzgado, se dijo, accedió al amparo deprecado, y ordenó la EPS CAFESALUD la autorización y entrega de lo solicitado, además de la prestación del tratamiento integral relacionado con la patología denunciada en el libelo.

   



Con esas órdenes se identifica la Sala, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, no solo por su condición económica, que se desprende de la prestación subsidiada que recibe, sino de su adversa situación de salud y avanzada edad, todo en aras de salvaguardar sus derechos, que admiten protección por esta vía, para permitirle sobrellevar una vida en condiciones un tanto más dignas.
 



Así que, para abordar el disenso de la EPS-S, respecto de la obligación compartida, en virtud de la cual, no debe ser la única conminada al cumplimiento de la orden impartidae, baste decir que, si bien ello puede ser cierto, en el caso concreto se tiene que para la fecha de promoción de la demanda, pasando por luego por el fallo, se carecía de evidencia de la gestión primaria, esto es de la autorización, a la que solo después de proferida la providencia de la que ahora se duele la impugnante, hizo alusión. Ni siquiera durante el traslado de la demanda hubo pronunciamiento de su parte, para dar cuenta de que ya había gestionado y materializado lo concerniente, de manera que su silencio no le permite ahora excusarse, en detrimento de los derechos de la accionante, menos aun cuando ninguna prueba apunta a demostrar el incumplimiento de las obligaciones de las otras entidades vinculadas.  

   



Ahora bien, tampoco puede olvidarse, al margen la responsabilidad conjunta que pueda existir entre las entidades que conforman el sistema, que, en todo caso, recae en la empresa promotora de salud, como eje central de la adecuada atención de sus afiliados, la carga de velar constantemente para que los servicios sean efectivamente prestados. 
En cuanto atañe al tratamiento integral dispuesto en primera instancia, se mantendrá, pues se trata de que la entidad cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban a la accionante, por la afección que soporta, debidamente determinada en la demanda. No puede despojarse a la EPS de una obligación de tal envergadura, bajo el supuesto de que puede tratarse de situaciones que escapen al ámbito de su propia gestión, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras en salud, de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado bajo su resorte, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho fundamental en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida. 
 



La misma Ley 1751, viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15), e incluso ya no contempla, salvo algunas exclusiones ajenas al caso de ahora, distinciones en la atención debida a los usuarios dentro de algún plan obligatorio de salud. 
Sobre ese principio, del que la jurisprudencia habla de tiempo atrás
, y la necesidad de disponer el tratamiento integral, recientemente se recordó
: 

Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los que procede la orden de tratamiento integral

6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades
.

Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados como necesarios por su médico tratante.

Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:

(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.

6.2. Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian
.

En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria
, esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta.

   



De manera que la orden impartida en primera instancia  se ajusta a estos lineamientos, máxime cuando, se repite, se restringió a las situaciones que se deriven del procedimiento a realizar por posible “TUMOR MALIGNO DE LA CABEZA DEL PÁNCREAS”, no a otras que en forma abstracta pudiera padecer.
  



Razones estas suficientes para confirmar las órdenes impartidas. 

 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 24 de abril de 2017, en esta acción de tutela que la Personera Delegada Encargada en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de ese mismo municipio, en representación de Martha Oliva Vanegas de Parra, promovió en contra de Cafesalud EPS-S.
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-053/09


� Sentencia T-178 de 2017


� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Ver por ejemplo, las Sentencias T-016 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-574 de 2010 (MP Juan Carlos Henao Pérez).


� Sentencia C-313 de 2014.
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